Carátula 
SEÑOR BERRUTTI.- Está abierta la reunión. 
(Es la hora 15 y 09 minutos) 
En la reunión pasada estábamos analizando el tema de las competencias paralelamente con el de los instrumentos. 


SEÑOR VILLEGAS.- Acabo de entregar al señor Secretario una nueva versión del glosario sobre definiciones relativas al 
ordenamiento territorial. Es igual al anterior, pero fue analizado por quien habla y el ingeniero Miguel Petit, que fue el redactor inicial 
del glosario, y luego cotejado con otro glosario también hecho por el ingeniero Petit y la arquitecta Mercedes Medina, que incluía 
además temas de medio ambiente, que no se agregaron para no generar complicaciones. 


Este glosario tiene 142 entradas, es decir, 41 más que el anterior. Quedo a la espera de las observaciones, críticas o comentarios 
que quieran hacerle a este trabajo. 


SEÑOR SIENRA.- Quisiera hacer algunos comentarios que me parecen oportunos para precisar lo que el proyecto de ley debe 
contener con respecto a este tema. 


Creo que para que la ley que estamos estudiando sea de alguna utilidad, debe insertarse en el marco normativo vigente, a fin de 
completarlo en los aspectos sobre los que no existe legislación, corrigiendo además las contradicciones que las diversas normas 
tienen respecto a la gestión del territorio. Eso implica, de alguna manera y entre otras cosas, tener un diagnóstico adecuado de lo 
que permite o no el marco legal vigente y también criterios y conceptos sobre ordenamiento territorial, en función de los cuales se 
tratará de ajustar la normativa vigente. 


Además, pienso que en algunos aspectos bastante importantes, la propuesta del Poder Ejecutivo y la exposición de motivos tienen 
visiones que están totalmente fuera de la realidad o son conceptualmente equivocadas. Por ejemplo, el artículo 1% del proyecto de 
ley del Poder Ejecutivo dice que esta norma es la que crea el marco jurídico para el ordenamiento territorial, lo que no es cierto, 
porque el marco jurídico va desde la Constitución hasta un montón de leyes que ya existen, como la Ley de Centros Poblados, la 
ley de creación del Ministerio, las leyes de caminos, la Ley Orgánica Municipal, etcétera. Es decir que la visión que tiene el proyecto 
está equivocada. Precisamente, esa visión equivocada es la que lleva a este conflicto en el tema de las competencias, sobre el cual 
ya hemos estado, de alguna manera, discutiendo. 


Creo que acá hay un error de concepto. Las competencias ya están distribuidas; quizás no haya una precisión milimétrica de lo que 
tiene que hacer cada uno, pero es muy claro que el marco normativo legal dice cuáles son las competencias de los distintos niveles 
de Gobierno. 


La ley de creación del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente establece en su artículo 2%, con total 
claridad, que al Poder Ejecutivo, por medio del Ministerio, le corresponde fijar las políticas nacionales de ordenamiento territorial, y 
en el numeral 6* del artículo 3%, le encarga la formulación, ejecución, supervisión y evaluación de los planes nacionales de 
ordenamiento territorial y la instrumentación de la política. 


No hay duda de que los temas de carácter nacional los tiene que tratar el Poder Ejecutivo por medio del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. A los Gobiernos Departamentales, desde la Constitución hasta las normas vigentes, se 
le han atribuido competencias muy amplias en el tema. 


Me voy a referir al libro "El Gobierno y la Administración de los Departamentos" del doctor Daniel Hugo Martins y, concretamente, al 
Capítulo "La materia departamental y municipal y los poderes jurídicos de los órganos departamentales y locales" en el que, 
además de la opinión del doctor Martins, se cita a varios expertos en la materia. Entre ellos, voy a mencionar a uno, el escribano 
Washington Lanziano, quien en el libro "Estudios de Derecho Administrativo" -voy a ir solamente a la parte que nos interesa a 
nosotros, porque allí no se refiere especificamente a la materia de ordenamiento territorial sino a todo el tema de las Intendencias o 
de los Gobiernos Departamentales- dice: "Entendemos trascendente tener siempre presente que los Gobiernos Departamentales 
están potenciados para desarrollar innumerables regulaciones. En efecto y tan solo por tener relación con la limitación a la 
propiedad, la simple referencia a los términos Planeamiento Territorial y al Urbanismo que lo subsume, da cuenta de cuánto pueden 
realizar, de cuánto pueden prever, regular y proyectar. Así, por ejemplo, los Gobiernos Departamentales, con previsión y en 
prevención pueden y deben zonificar los departamentos, como expresión de urbanismo, para imponer su legislación ambiental. A 
las zonas resultantes, se les establecen destinos específicos, pudiéndose permitir la concurrencia de otros y también prohibirse su 
utilización para algunos fines". Esto -lo agrego yo- es lo que hace al ordenamiento del territorio. Luego dice: "La zonificación implica 
una limitación al derecho de propiedad. Sin embargo, será constitucionalmente válida, en tanto el Decreto de la Junta 
Departamental responda a razones de interés general y se haya gestado la norma tanto como exigencia social cuanto con previsión 
programática y política preventiva". 


Obviamente, puede haber una biblioteca tan grande como ésta que diga que no, pero los hechos son los hechos. 


En el Uruguay, más de un departamento -y en primer lugar el de Montevideo- ha hecho ordenamiento territorial, y no solamente con 
el reciente POT, sino desde el año 1946, en la época de la aprobación de la Ley de Centros Poblados, y se ha venido haciendo lo 
mismo desde entonces. Por otro lado, los demás departamentos del país, a nivel de sus ciudades la inmensa mayoría, a nivel de 
zonas algunos y a nivel de la totalidad del departamento otros, han hecho planes de ordenamiento territorial más o menos 
completos, pero los han hecho, y nadie los ha discutido ni se han presentado recursos contra los decretos que establecen la 
normativa. 


Por lo tanto, creo que es un tema que el país ya lo tiene absolutamente asumido y aceptado. Si esto es así, ¿cuál es el problema 
que existe en la materia? Para mí, el problema es que los responsables de los distintos organismos no han asumido la parte 


"deber" que le impone la competencia; tienen la facultad de hacer, pero no han hecho. No quiero quedar como que soy una especie 
de arma contra el Poder Ejecutivo, pero voy a leer la exposición de motivos, porque es la realidad. 


La exposición de motivos que acompaña este proyecto de ley, en el penúltimo párrafo de su primera página, dice que se le atribuye 
competencia al Poder Ejecutivo en materia de urbanismo -cosa que no es cierto, porque se le atribuye en ordenamiento territorial y 
no en urbanismo- y ordenamiento territorial, y que aún no ha comenzado a cumplirse. El propio Poder Ejecutivo dice que no ha 
empezado a cumplir la competencia que tiene. Se le echa la culpa al hecho de que no tiene marco legal en la materia, pero me 
parece que la Ley de creación del Ministerio, cuando expresa que tiene que ocuparse de la formulación, ejecución, supervisión y 
evaluación de los planes nacionales de ordenamiento territorial, le está dando un marco jurídico más que amplio para hacer planes 
en la materia que le corresponde. Es decir que no se ha asumido la competencia que se tiene. 


A nivel departamental, tal como mencioné hace un momento, ha habido diversas escalas de asunción de la competencia, de 
elaboración de planes de ordenamiento territorial y de la normativa que lo complementa y lo acompaña, ya que no solamente 
estamos hablando de planes, sino también de decretos de zonificación, etcétera, que se han dictado, y de obras que implementan 
los planes. 


Entonces, nos preguntamos cuál es el complemento a la normativa vigente que esta ley puede aportar. Creo que aquí lo único que 
corresponde es destacar, de alguna forma, que no se ha cumplido con el deber de la competencia, o sea, reimponer la obligación o 
el deber que la competencia implica. Esto, a su vez, requiere dos elementos más: no basta con recordarlo, sino que hay que poner 
un plazo para cumplir con la obligación. De no hacerlo, el que no cumple no estará omiso y en algún momento, cuando le venga 
bien, lo hará. Por lo tanto, el otro aspecto que esta ley debe incluir, es determinar un plazo para que se asuman las obligaciones. 


Por último, cuando existe y se impone una obligación, hay que dar los fondos y los recursos necesarios para cumplir con ella. Estos 
dos aspectos finales no están incluidos en el anteproyecto que presentó el Poder Ejecutivo, y creo que son absolutamente 
cruciales. Si la ley no establece un plazo -que bien puede ser de tres, cinco, diez años o los que estime razonables- nunca se van a 
hacer las cosas. 


Por otra parte, el país le ha dado fondos al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente para desarrollar este 
aspecto, los que muchas veces terminan siendo repartidos en Convenios de último minuto con las Intendencias, porque no se 
pudieron gastar en tiempo y forma y, por lo tanto, para que no vuelvan a Rentas Generales se inventa algo. Pero ésa no es una 
forma responsable de asumir el tema. Creo que el país tiene que pensar -y negociar- en cómo va a repartir los fondos destinados al 
ordenamiento del territorio entre la planificación de lo que se le otorga al Gobierno nacional para cumplir con algunas tareas y los 
fondos nacionales que se van a dar a los Gobiernos departamentales para que puedan asumir el compromiso de cumplir 
determinadas tareas. Me parece que ése es el camino para salir del atolladero del tema de las competencias. 


El segundo aspecto en el que el país tiene gravísimos problemas es el que tiene que ver con la coordinación entre las actuaciones 
de quienes tienen competencias. Estos graves problemas han ido variando, porque en determinado momento a algunos Entes 
públicos no les importaba absolutamente nada una previsión de cualquier tipo y, por ejemplo, ponían cables o lo que fuera donde se 
les diera la gana, con total prescindencia de los demás, porque decían que la ley que los creaba y los habilitaba, les otorgaba 
facultades. Pero -vamos a ser claros- esta falta de coordinación entre los distintos organismos con competencia, no sólo se da por 
el hecho de que los organismos nacionales desconozcan a los departamentales, sino que también se da al revés, pues los 
departamentales a veces desconocen las actuaciones de los organismos nacionales. 


Voy a citar un solo ejemplo que es muy claro. Los aeropuertos tienen corredores de acceso -creo que así se llaman- por donde van 
a pasar los aviones que van a usar las pistas tanto al despegar como al aterrizar. Tal como ustedes saben, los aviones producen 
mucho ruido por lo que, obviamente, a medida que se van acercando y disminuyendo la altura, el nivel de ruido puede llegar a ser 
absolutamente insalubre; es decir, no solamente puede ser dañino, perjudicial o molesto sino, repito, insalubre. Hay una serie de 
curvas de sonido donde se señala en cada cabecera de pista, según el tipo de avión, orientación y demás, cuáles son las 
afectaciones del ruido al terreno que está abajo. No obstante, hay Intendencias que permiten lotear para realizar urbanizaciones en 
esas zonas en las que el ruido puede llegar a ser hasta perjudicial para la salud, aparte de ser sumamente molesto. Por lo tanto, 
existe un desconocimiento, una falta de coordinación, que representa uno de los temas cruciales que esta ley tiene que encarar. 


Ustedes saben perfectamente bien -quien habla ya lo ha mencionado anteriormente- que nosotros hemos hecho una propuesta de 
cómo encarar el tema, e implica que los responsables de los distintos organismos tengan la obligación de coordinar sus planes en 
todos los niveles y la participación activa en la elaboración de los planes; las visiones sectoriales también son fundamentales en la 
elaboración de los diagnósticos y de los planes. Esta obligación, desde mi punto de vista, no está bien explícita en la redacción y en 
las metodologías de coordinación que propone el Poder Ejecutivo. Creo que es mejorable, y al respecto nosotros hemos planteado 
textos bastante claros. 


Desde mi punto de vista, nuestra propuesta tiene un aporte absolutamente fundamental, que está incluido en un pequeño capítulo 
que llamamos "Solución de controversias". Este es absolutamente indispensable y, además, si uno mira la legislación comparada, 
observa que es bastante innovador, porque en otros países no existe, y el problema de las competencias termina en la Justicia, 
aunque a veces los temas de conflicto no se refieren exclusivamente al Derecho. No soy un experto, pero evidentemente el 
Derecho anglosajón cubre otros aspectos que el nuestro no, pero este capítulo de "Solución de controversias" me parece que es 
absolutamente clave para lograr la coordinación adecuada entre los distintos responsables del Gobierno, aunque no sé si forma 
parte del tema competencias o se sale de él. Creo que es bueno que quien tenga competencia para hacer algo, sepa que no es 
ilimitada y que está controlada o disminuida por la obligación de coordinar, razón por la cual, quizás, pueda formar parte del 
capítulo de las competencias, aunque si no lo forma, no importa. El ejercicio de determinado deber implica cierta limitación con 
respecto a lo que tienen que hacer los demás en la búsqueda de la conveniencia general, es decir, el beneficio para toda la 
sociedad. Creo que estos tres puntos que planteo que debiera tener el proyecto de ley, son clave para visualizarlo. 


Tengo para hacer algunos comentarios sobre los instrumentos en particular, pero quizás sea mejor redondear un poco más el tema 
de las competencias con lo que los demás integrantes de la Comisión tengan para exponer, antes de entrar en ellos. Por tanto, por 
ahora, voy a dejar por aquí mi intervención. 


SEÑOR VILLEGAS.- Hay un tema que siempre ha quedado diferido o soslayado y no se ha encarado o, por lo menos, no he visto 
que se haya discutido en esta reunión, y que es fundamental a los efectos del ordenamiento. Me refiero a la recuperación del valor 
agregado. No sé cómo se resuelve, ni si tiene solución, pero creo que es un tema lo suficientemente importante como para merecer 
un análisis en el proyecto de ley de ordenamiento territorial. No estoy haciendo ninguna propuesta porque reconozco que es un 
tema muy complejo que me supera, pero me gustaría escuchar otras opiniones o iniciativas al respecto. 


En el proyecto elaborado por el Congreso Nacional de Intendentes hay una fórmula que no sé si es la mejor, porque escapa a mi 
alcance poder valorarla, evaluarla o criticarla. Como decía, me parece que el tema es lo suficientemente importante como para que 
esta Comisión le dé el lugar que corresponde. 


Particularmente, en el departamento de Maldonado hemos vivido problemas de especulación inmobiliaria insólitos. Se trata de 
problemas que son de justicia o injusticia social. Fundamentalmente, hubo gente que se llenó de dinero simplemente por un decreto 
de alturas. Es un tema de justicia social que no tiene salida desde este punto de vista, pues algunos se enriquecieron sin hacer 
nada mientras que otros perdieron por la misma razón. 


SEÑOR SIENRA.- Voy a explicar el concepto de nuestro planteo. Desde el artículo 19 al 26 de nuestra propuesta el Poder 
Ejecutivo no tiene nada que ver, pero para que se pueda aprobar algo de esto hay que solicitar su anuencia, la que vendrá a través 
de una iniciativa. 


Lo importante acá es lo siguiente. Cuando se hace un Plan, hay predios -generalmente los ubicados en las zonas centrales- que se 
ven ampliamente beneficiados en función de lo que se permite construir en ellos, en comparación con lo que se autoriza en el resto 
de la ciudad. Esa posibilidad de construir mucho más en determinados lugares termina reflejándose, simplemente, en el valor de 
venta del terreno. ¿Por qué? Porque la ecuación del promotor inmobiliario es muy simple: sabe que puede vender a determinado 
precio cierta cantidad de metros cuadrados. 


SEÑOR BERRUTTI.- Quería recordar que el tema que se iba a encarar en el día de hoy estaba vinculado a las competencias en 
paralelo con los instrumentos. 


SEÑOR SIENRA.- Esto está relacionado con los instrumentos. 


SEÑOR BERRUTTI.- Si se enfoca dentro de esa temática, aspiraría que lo refiriera de alguna manera para centrar lo que la 
Comisión había propuesto como orden del día de esta reunión el lunes pasado. Solicitaría que señalara si tiene alguna referencia 
directa o indirecta. 


SEÑOR SIENRA.- Considero que lo tiene que crear el Gobierno Nacional y aplicarlo las Intendencias Municipales. Me parece que 
eso viene perfectamente al tema, porque desde mi punto de vista la creación de los instrumentos es una de las competencias que 
tiene el Gobierno Nacional y su aplicación, en este caso particular, corresponde a los Gobiernos Departamentales. Además, pienso 
que hay que crearlo en esta ley porque, justamente, llena un vacío en la normativa vigente. 


Antes de continuar con la descripción de la propuesta, debo decir que ya se ha planteado varias veces que hay que tener 
herramientas tributarias para la gestión del territorio. Efectivamente, es así. Aunque ya están creados los impuestos al baldío y a la 
edificación inapropiada -que los Gobiernos Departamentales manejan desde siempre pero básicamente con criterios de 
recaudación- considero que esos dos tributos ya existentes tienen que formar parte de los Planes. El impuesto al baldío debe 
castigar a aquel predio baldío que está ubicado en una zona que los Planes tienen interés en que se desarrolle urbanísticamente y 
lo mismo ha de suceder con respecto a la edificación inapropiada. Por eso lo menciono cuando hablo del contenido de los Planes 
departamentales, y creo que la ley también debe decirlo, inclusive para orientar su uso; de todas maneras desarrollaré este tema 
con más detalle cuando volvamos a referirnos a los Planes y a su contenido. 


Entiendo que el país se tiene que dotar de algún instrumento que permita a los Gobiernos Departamentales hacerse de parte del 
valor que crean por medio del Plan. Hoy ese valor está siendo directa y exclusivamente aprovechado por el propietario del predio, 
que no puso absolutamente nada de sí para lograr el incremento, que a veces puede ser muy importante. Recuerdo, por ejemplo, el 
caso de la Avenida Roosevelt en Punta del Este a fines de la década del 70 y principios de la del 80, en que predios que valían U$S 
30.000 se pasaron a pagar U$S 1:000.000 de la noche a la mañana. Ese fue un cambio de valor como resultado de un Plan. 


Las dos ideas básicas que hay detrás de la propuesta son las siguientes. En primer lugar, por el hecho de ser un predio urbano su 
propietario tiene derecho a construir en él, pero no ilimitadamente sino en una cierta proporción del terreno, que es lo que nosotros 
definimos como factor de ocupación total máximo. Concretamente, en el artículo 20 del proyecto de ley se dice que los Planes de 
Ordenamiento Territorial en las zonas urbanas establecerán el factor de ocupación total máximo correspondiente al centro poblado, 
estableciendo el máximo construible en los predios comunes y que en ningún caso podrá ser más de 1.5, valor que significa una 
vez y media el área total del predio. 


Para la ciudad también es conveniente que en algunas zonas se permita construir mucho más de eso, por ejemplo cinco, ocho o 
diez veces esa cantidad. Eso le permite al promotor inmobiliario -que sabe que tendrá determinado costo de construcción y que va 
a poder vender el metro cuadrado a cierta cantidad establecida por el mercado- pagar el precio del terreno. Como todos saben, si 
se puede construir más, el terreno se paga más; incluso, en algunas ocasiones, se paga muchísimo más. Ahí radica la diferencia 
que se puede recuperar para la sociedad y nosotros creamos dos formas para cobrarla. Una de ellas es mediante un impuesto a 
las áreas construidas que superan el factor de ocupación total máximo -lo que llamamos derechos de edificación- que se cobrará 
por metro cuadrado a edificar que supere el factor de ocupación total máximo. Solamente se puede aplicar en las zonas que los 
Planes prevean o autoricen y su valor será fijado por el Plan, no pudiendo ser menor al 10% del valor del metro cuadrado de 
construcción, según el precio establecido por el Instituto Nacional de Estadística para la tipología 10, correspondiente a torre 
suntuaria con ascensor y calefacción. Esto es así porque hay que tener un mínimo razonable en función de lo que se puede hacer. 


Creado este mecanismo, se puede establecer un sistema de compensaciones entre aquellos que puedan construir menos de lo 
que representa el factor de edificación máximo porque el Plan así lo prevea. La idea consiste en permitirles vender derechos de 
edificación que puedan ser comprados por quienes sí los puedan usar. Entonces se crea un mecanismo en el cual, además, el 
Estado no tiene que invertir para compensar esas diferencias que se generan entre un predio y otro. Creemos que se trata de una 


iniciativa muy interesante y no es de nuestra invención, ya que el mecanismo se viene aplicando en países como España con un 
éxito aceptable. 


Por último, creamos otro impuesto que se llama al uso de edificios que tienen una superficie mayor a la resultante del factor de 
ocupación total máximo, que para simplificarlo, implica el alquiler del espacio que ocupa un determinado edificio. Esto está 
inspirado, por ejemplo, en lo que cobra Hong Kong, donde el 75% del presupuesto de obra pública está compuesto por la 
recaudación que proviene de este impuesto. No espero que en el Uruguay ocurra esto, pero lo menciono para poner de manifiesto 
la potencialidad que tiene este impuesto que, también, es neutro desde el punto de vista de la ecuación económica del promotor 
inmobiliario, lo que también es importante. 


Por otro lado, creo que simplemente estamos proponiendo una actualización de lo que plantea la Ley de Expropiaciones de 1911 - 
que el país aprobó y aceptó sin problemas en su momento- que establece una contribución por mejoras, vinculada con el 
incremento del valor de una propiedad, como resultado de la obra que hace el Estado como cuando se realiza, por ejemplo, la 
ampliación de una avenida, una plaza, etcétera. Cabe aclarar que la ampliación del valor de una propiedad no la hace una obra 
física sino que la realiza el Plan, pero conceptualmente es lo mismo. Es más, lo que nosotros proponemos es mucho más justo ya 
que hasta ahora la Ley de Expropiaciones prevé que, de todas maneras, hay que pagar la contribución por mejoras, tanto si el 
propietario del predio hace uso o no de ese incremento de valor que se le da a la propiedad, como resultado de la misma. En 
cambio, con nuestra propuesta, se paga en el momento de hacer uso del mayor valor que el Plan le otorga al predio. Creo que es el 
mismo concepto actualizado pero, a la vez, mucho más justo, porque el propietario del predio no tiene que desembolsar en ese 
momento el costo del beneficio, sino que lo paga en el momento en que lo hace efectivo. Creo que es la gran ventaja que esto 
tiene. 


Desde luego, hay otros instrumentos similares, pero seleccioné estos porque creo que son los que mejor se adaptan a nuestro 
país. De todas formas, estoy abierto a otras propuestas que se quieran realizar. No obstante, creo que este instrumento llena un 
vacío importantísimo en la legislación de gestión territorial y urbana en el Uruguay. Aclaro que me parece muy importante que los 
instrumentos sean creados con carácter de ley nacional, porque si bien las Intendencias pueden establecerlos a través de tributos a 
la propiedad y de tasas que resulten contrapartidas de servicios, me parece muy mal que cada departamento utilice instrumentos 
diferentes. Creo que ésta no sería una buena imagen del país y que tampoco sería un buen sistema de promoción inmobiliaria. 
Entiendo que el Gobierno nacional tiene que asumir su competencia en esta materia y crear los instrumentos correspondientes. 


SEÑOR VILLEGAS.- Quisiera agregar que, recorriendo esta ciudad y con respecto a esta materia, nos encontramos que como 
resultado de la especulación inmobiliaria se dan inequidades, es decir, cosas que no son equitativas, pero también iniquidades. 
Estas últimas pueden revestir formas casi dolosas, ya que se trata de situaciones que no están previstas, contempladas o 
resueltas, fundamentalmente, en lo que tiene que ver con la regulación, el control, etcétera, de la especulación inmobiliaria. 


Pienso que las ciudades no las hacen los decretos sino las personas, pero hay gnte que tiene el poder suficiente como para 
generar decretos municipales -lo hemos visto en muchas oportunidades- que favorecen determinadas soluciones inmobiliarias que, 
como consecuencia, benefician a ciertos actores inmobiliarios. Esa es la iniquidad. Esto no puede quedar ajeno a una Ley de 
Ordenamiento Territorial porque, de otra forma, estaríamos creando una legislación para angelitos, y ni las personas que están en 
la calle ni nosotros lo somos; estamos hablando de seres de carne y hueso que tienen las mismas apetencias, ya sea que las 
controlen o no. Entonces, si se discute, formula y, finalmente, se aprueba esta ley, no se pueden ignorar las situaciones de 
iniquidad que se producen en el campo de la propiedad. 


En la zona de la plaza de Villa Biarritz, existen edificios que tienen diez u once pisos, cuyo frente está orientado hacia dicha plaza, 
porque en eso radica su alto valor inmobiliario. Pero en las calles de atrás, como por ejemplo José María Montero, también existe la 
potestad para construir en altura, sin embargo, no lo hacen porque la ecuación inmobiliaria es distinta. Entonces, creo que es 
necesario regular estas situaciones que, repito, no son inequidades sino iniquidades. 


SEÑORA CRESPI.- Creo que realmente este problema de las compensaciones amerita estar en la ley. En este sentido, hay 
muchos países que lo han estudiado y, en especial, Brasil tiene lo que llaman "suelo creado", es decir, una forma de compensación 
de las diferencias que existen en el aprovechamiento de determinados terrenos por, justamente, la implantación de determinadas 
normas de edificación. Entiendo que es algo que debe estar dentro de los instrumentos de gestión de los planes, ya que se tuvo en 
cuenta cuando se estudió el plan maestro del área de la Aguada, el Plan Fénix y se definió una parte, aunque no su totalidad. Esto 
fue así porque cuando se realizó un estudio de diagnóstico, se definieron valores patrimoniales de determinados tipos de edificios 
que existían en el área. Allí surgieron dos cosas distintas; por un lado los predios donde podía haber un cambio interesante con 
respecto a las alturas, y donde existía un beneficio compensatorio de un propietario que podía ir a más altura que otros. 


Por otro lado, existían los edificios que tenían un valor patrimonial determinado, lo que impedía que se hicieran modificaciones y, 
por consiguiente, se estaba perdiendo un valor potencial que era el límite a mayor altura. Quiere decir que se plantearon las dos 
cosas, que eran justamente los dos polos opuestos del desarrollo. En general, se habló -pero no se llegó a concretar nada al 
respecto- de que cuando había un edificio de valor patrimonial que no podía ser sustituido, se pagara al dueño que no podía hacer 
uso de esa condicionante, un plus o una forma de derecho de edificación, de modo que él pudiera utilizarlo en otro terreno. Esto, 
con el fin de que no se viera perjudicado personalmente. Precisamente, eso no se llegó a concretar en el Plan Fénix, aunque sí se 
pudo concretar lo de las compensaciones. Me refiero a la compensación del 10% sobre el área en altura o, digamos, el suelo que 
se crea a los 36 metros de altura por llegar a los 75; esto sí se paga, y se compensa a la Intendencia en un monto que asciende al 
10% del beneficio, vertiéndolo en obras que beneficiarán a la comunidad. Ello figura en el Plan de Ordenamiento Territorial de 
Montevideo, pues aquí ya se está aplicando; es decir, constituye un avance que sería importante se realizara también con carácter 
nacional, para que todo el mundo tuviera la oportunidad de resolver un problema de equidad, bajo una misma norma. 


SEÑOR GILMET.- Compartimos los criterios expuestos y, si bien la pregunta formulada por el arquitecto Villegas derivó en el 
tratamiento de un instrumento de gestión -tema que no figuraba en el Orden del Día, según lo planteado por la Mesa- dado que se 
han realizado varias intervenciones al respecto, intentaremos hacer algunas contribuciones o aportes referidos a los mejores 
aprovechamientos urbanísticos, como se los denomina en la literatura técnica. 


Ante todo, cabe señalar que los antecedentes internacionales en esta materia son muy vastos. La arquitecta Crespi se refería a su 
aplicación en el Plan Fénix, de alcance nacional, y a su aplicación en el departamento de Montevideo, en el llamado Plan Fénix La 


Aguada. Por mi parte, recuerdo que fue una consultora estadounidense la que lo propuso por primera vez, puesto que en los 
Estados Unidos de Norteamérica es habitual la aplicación de esta figura. Precisamente, en la ciudad de Nueva York su aplicación 
es cotidiana, con distintos propósitos. En ese sentido, propio quizás de las características del pueblo de los Estados Unidos, existen 
variaciones en cuanto a su aplicación, de una ciudad a otra. Por ejemplo, en el caso de la ciudad de Nueva York se pueden 
encontrar ejemplos de otorgamientos de mayores aprovechamientos urbanísticos tanto para el mejoramiento del espacio público - 
una carencia de la ciudad de Nueva York, a pesar de contar con el Central Park- como para establecer determinadas condiciones 
en las verificaciones. 


La arquitecta Crespi citaba el caso del Brasil, en un concepto que es muy elocuente, puesto que habla del suelo creado, o sea, es 
el concepto de que el mayor aprovechamiento urbanístico está creando un suelo, y ese suelo no está en el valor del mercado 
derivado de una determinada normativa. 


La Ley del Suelo Español es, quizá, la más sofisticada al respecto. Es de larga trayectoria, pues ha sido aplicada durante décadas 
e introdujo un concepto diferente, puesto que habla de un aprovechamiento urbanístico medio, dentro de un ámbito de ordenación, 
lo que permite, justamente, las compensaciones para el logro de un reequilibrio dentro de la totalidad de ese ámbito. 


Por nuestra parte, entendemos que el concepto de aprovechamiento urbanístico requeriría, en su reglamentación, una definición 
muy clara pues, en general, se lo confunde -lo que puede advertirse en los ejemplos que se han planteado- exclusivamente con el 
otorgamiento de una mayor altura, una altura máxima de edificación, o de un factor de ocupación del suelo. Sin embargo, el 
concepto también debería incluir otros parámetros, como por ejemplo, las alineaciones y los propios usos. La normativa está 
estableciendo, como es habitual, usos del suelo, y éstos constituyen una afectación. Por lo tanto, es un parámetro más complejo 
que requeriría una definición lo más precisa posible. 


En los Estados Unidos se habla del derecho del uso del espacio aéreo; esa sería la traducción de la versión inglesa. Por 
consiguiente, en el Derecho Comparado, seguramente podemos encontrar inspiración. La arquitecta Crespi se refería al caso de 
Montevideo, y personalmente se me plantea una duda, puesto que se ha propuesto el mecanismo positivo para la recuperación del 
llamado valor agregado. Se trata del valor que está agregado a través de una nueva normativa. En realidad, nos parece más 
adecuado el uso del concepto del justo equilibrio entre las cargas y los beneficios. Toda intervención ordenadora y planificadora 
significa, por un lado, beneficios y, por otro, cargas. Entonces, el principio que plantearíamos sería el de ese justo equilibrio entre la 
carga y los beneficios en el ámbito de la planificación. Ahora, tenemos ciertas dudas con respecto al uso de un instrumento 
impositivo. No cabe duda de que todo esto es innovador y que en nuestra sociedad hay toda una escuela jurídica que lo respalda - 
inclusive la propia Constitución de la República- en el sentido de un concepto del derecho de la propiedad, que es inalienable. Con 
esta figura se está introduciendo, evidentemente, un concepto más flexible, donde se busca un justo equilibrio entre las cargas y los 
beneficios, que en algunos casos se puede interpretar como un concepto más social del derecho de propiedad. 


Por tanto, nosotros entendemos que para un propietario de una parcela es mucho más claro cuando se plantea este tema en 
términos de un beneficio que recibe a través de un mayor aprovechamiento, que lo que significa una carga en el entorno, en los 
predios linderos y en un contexto más tangible, que debe compensarlo, para lograr un justo equilibrio. 


Creo que es muy elocuente el ejemplo que planteaba la arquitecta Crespi. Dentro del área de las viejas barracas de la Aguada del 
Plan Fénix, existen edificaciones en predios que, según se entiende, tienen valor patrimonial. Desde el punto de vista de la 
recuperación urbana de esa área, se cree que sería beneficioso preservar esas edificaciones. Pero ello significa una carga para 
aquellos propietarios de las respectivas edificaciones. En ese mismo ámbito de planificación se estaban otorgando beneficios a 
través de mayores alturas, de usos y áreas edificadas que no corresponden a aquellos que se ven afectados. 


Entonces, parecería que este principio del justo equilibrio entre cargas y beneficios en un ámbito de planificación, sería la etapa 
más cercana, la que seguramente va a ser más comprensible por parte de los señores representantes y de la ciudadanía. 


En el caso de Montevideo, en el último Mensaje presupuestal aprobado luego por la Junta Departamental, se crea un Fondo de 
Gestión Urbana y Rural, puesto que se ha visto -como lo planteaba el arquitecto Villegas- que en determinadas áreas o zonas de la 
ciudad encontramos una mayor dinámica urbana y procesos de sustitución donde, de pronto, justamente tenemos mayores 
aprovechamientos urbanísticos, y se entiende que ese principio de justicia debería compensar las afectaciones que, de pronto, está 
generando ese concepto más amplio de la ciudad y su totalidad en el territorio, en otros ámbitos que no tienen esa dinámica. 


De todas maneras, en el marco de una ley, una expresión en estos términos, similar al proyecto de ley del Poder Ejecutivo, puede 
llevar, paulatinamente, a la adopción, en nuestro país, de un régimen jurídico que -y en esto estoy totalmente de acuerdo- debería 
tener respaldo legislativo y vigencia en todo el país. Si en este momento constatamos que se han realizado tímidas aplicaciones - 
no son más que eso- en el ámbito del departamento de Montevideo, creo que ello puede marcar o señalar un camino posible, pero 
no necesariamente tiene que ser el adoptado a nivel nacional. De todos modos, merece ser estudiado, puesto que son experiencias 
muy concretas que, además -puedo agregar esto en una intervención más de la experiencia personal- sorpresivamente, han sido 
comprendidas por parte de los operadores, de los actores y de los agentes urbanos. 


El caso que planteaba la arquitecta Crespi de los 75 metros, es decir, de la diferencia entre la normativa que establece una altura 
máxima de edificación de 36 metros y se le ha otorgado una de 75 metros, se refiere a una torre en la manzana 174 de Montevideo 
que, además, está aprobada en el plan maestro. Ese famoso 10% que establece el artículo 40 del Plan Montevideo fue fijado en el 
otorgamiento del permiso y en acuerdo con los propietarios y promotores, de manera que se vuelca al espacio público inmediato, 
puesto que esta torre está generando una afectación en el tránsito, en particular, en la Plaza Neruda, que le es frentista. La 
recuperación de esta plaza y otras intervenciones en el espacio público y viales son afectaciones muy directas, que son 
comprendidas por el propietario de ese suelo y por aquel que lleva adelante el emprendimiento. Como consecuencia de todo esto, 
entendemos que se logra un justo equilibrio entre las cargas y los beneficios. Digo esto porque, en este caso, el beneficio es para la 
ciudad en su totalidad, pero también es un beneficio muy directo para esta intervención. 


Por ello he planteado algunas dudas con respecto a la transformación de algo que apoyamos y entendemos está en el camino 
correcto, con una larga experiencia internacional detrás, si es que el camino a transitar en nuestro país es el impositivo y la 
recuperación se lograría a través de él. 


En realidad, la aplicación de estos principios, que son de justicia y son comprendidos por la amplia mayoría de los uruguayos, ya se 
había dado a través de convenios en los que, cuando se planteaba una intervención urbana de jerarquía, se establecía un acuerdo 
de partes, en el que era claro que esa intervención, por su alcance, implicaba afectaciones y que las mismas fueran de cargo de 
aquel que las estaba generando. Existen múltiples ejemplos y antecedentes de este tipo de acuerdo de partes o convenios. 


Aquí se daría, entonces, "un justo equilibrio” -digo esto entre comillas- entre cargas y beneficios, puesto que es el resultado de una 
negociación. Reitero, es el resultado del acuerdo entre dos partes: una, que es la que se entiende está impulsando el 
emprendimiento con legítimo derecho y defendiendo sus intereses, y la otra que representa el bien común y el interés general. Sin 
duda, estamos frente a una negociación. 


Creo que si éste es el camino que necesariamente se ha debido transitar porque no existía marco jurídico, lo debemos evitar. En 
este sentido, considero que un marco legal encauzaría algo que todos entendemos que es de justicia, dándole transparencia a 
estos acuerdos ya que la ley es igual para todos. En la normativa se establecerían las condiciones del acuerdo o negociación y, por 
tanto, se ganaría mucho al fijar reglas claras para todos, actores y agentes urbanos. Digo esto porque en el "negocio inmobiliario" 
se establecería cuáles son esas reglas y todos sabrían a qué atenerse. 


SEÑOR SECCO.- Estoy de acuerdo, en líneas generales, con todo lo que aquí se ha dicho, sobre todo con que el tema de las 
compensaciones es tremendamente amplio porque no solamente abarca la parte de metros cuadrados, superficies, alturas, retiros 
frontales o laterales, sino también una cantidad de elementos externos, como pueden ser los permisos de feria, préstamos que 
puede otorgar el Estado para construir en determinados lugares o elementos negativos, como la declaratoria de interés patrimonial 
de algunos edificios. Sin duda, todo esto es realmente importante, como lo es también establecer parámetros reales porque si no 
podría dar lugar a muchas cosas. Reconozco que es difícil cuantificar el bien, el mal, el más o el menos, pero dando una estructura, 
se permitirá después que personas físicas puedan, teniendo en cuenta ese elemento armado, determinar los beneficios, así como 
los elementos negativos. Además, debemos tener en cuenta de dónde partimos, ya que creo que aquí hay una base cero, porque 
esto es un delta. La base cero tendría que ser el valor de la propiedad al momento de la compra porque, de lo contrario, 
entraríamos en una enorme relatividad. Reconozco que es muy difícil cuantificarlo, pero, reitero, dar un marco legal es fundamental 
porque, de lo contrario, dejaríamos todo en manos de una arbitrariedad muy grande. 


Considero que sobre este tema todos pensamos, más o menos, de la misma manera. 


SEÑOR SIENRA.- Quiero hacer notar que lo que establece el proyecto del Poder Ejecutivo, artículos 26 y 9%, es absolutamente 
insuficiente para avanzar en este tema. En particular, el artículo 9” dice: "No obstante, en caso de lesión particular a uno o más 
inmuebles concretos, como en el caso de prohibiciones de edificar, los Planes deberán prever las indemnizaciones 
correspondientes a través de la aplicación del mecanismo de reparto de los mayores valores de los inmuebles beneficiados por la 
planificación, según lo prevea la reglamentación, o su expropiación por causa de utilidad pública." 


Al respecto, quiero dejar claro que no todo predio necesariamente tiene que ser edificado, sino que puede tener otro uso diferente 
y, sin embargo, se prevé que hasta se expropie. Creo que esto esta muy mal encarado. 


Por otro lado, opino que es imprescindible que el instrumento sea creado por ley aunque después la aplicación es personalizada en 
cada caso. Incluso, el problema no radica en saber cómo un Gobierno municipal va a repartir beneficios, ya que cada uno actuará 
de acuerdo con su propia normativa y tendrá que ser aprobado por la Junta Departamental. La cuestión es con qué dinero lo va a 
hacer, y la batería de instrumentos que debemos elaborar debe hacerse al mayor valor que el Plan crea, porque si no lo pagará la 
gente con tributos normales tales como contribución inmobiliaria, patente de rodados, etcétera, que ya bastante estirados y altos 
resultan para los uruguayos. 


Desde un comienzo manifesté que me gustaría analizar otras propuestas además de las que hemos planteado, pero no a nivel 
exclusivamente teórico, sino que sería bueno tenerlas instrumentadas como mecanismos reales a aplicar. La propuesta que hemos 
traído aquí, sabemos que ha sido aprobada en todo el mundo y que cuando son bien usados, en realidad, las tres propuestas, 
funcionan bien. El caso de las compensaciones creo que es muy parecido al que planteamos aquí; incluso, fue el que se llevó a 
cabo en el Plan Fénix. La única diferencia es que está planteado a nivel nacional y con un respaldo legal que es muy importante. 
Estaría encantado de ver por escrito mecanismos concretos complementarios, los que creo que serían más que bienvenidos. 


SEÑOR CHABALGOITY.- Entendemos que esta temática de las compensaciones, tanto por suelo creado, por mayor porcentaje de 
edificación, vía tributaria o por justo equilibrio entre el reparto de edificios y carga, coincidentemente con lo que manifestaba el 
señor Sienra, merece, en primer lugar, contar con una ley y, luego, con precisiones más concretas. Los ejemplos que hasta ahora 
se han manejando, por llamarlos de alguna forma, hacen básicamente a la ordenación urbanística. También esto sucede, 
seguramente, cuando ampliamos el horizonte y vemos un poco más allá de la ciudad, esto es, en el resto del territorio. 


En este sentido proponemos -considerando que ésta para nosotros es una semana muy particular- a los efectos de poder avanzar 
de forma, diría, más concreta, reunirnos de aquí a 15 días de modo que cada uno pueda traer elaboradas propuestas escritas para 
poder seguir avanzando en el tema de la instrumentación. De esta manera, en el algún momento, podríamos dar un cierre a todo 
esto, repito, con cosas concretas. Sería bueno que, a los efectos de poder trabajar más eficientemente sobre las exposiciones e 
ideas de los miembros de esta Comisión, se traigan en forma escrita los documentos, a fin de intercambiar opiniones y poder 
avanzar. Para ello, parecería razonable -no sé que opinan los demás- que nos reuniéramos, repito, dentro de quince días, porque 
de esa forma contaríamos con más tiempo. 


SEÑORA CRESPI.- Quisiera saber si se refiere a los instrumentos de planificación o a los de gestión. 


SEÑOR CHABALGOITY.- Me refiero a los instrumentos de gestión, aunque si alguien tiene algo para agregar, ya sea sobre 
planificación o sobre urbanismo, sería interesante que lo trajera. En definitiva, como hemos hecho con todos los temas, de lo que 
se trata es de concretar todas las opiniones que tengan que ver con el tema gestión, a fin de poder avanzar. 


SEÑORA PEREIRA.- Pero ello no quita que el lunes próximo sigamos tratando los otros temas, aunque nos tomemos quince días 
para hacer este trabajo y poder presentarlo. 


SEÑOR BERRUTTI.- El orden del día para la próxima reunión es: instrumentos de gestión. 
(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


(Así se hace. Es la hora 17 y 42 minutos) 


Linea del vie de báaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


